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… se advierte que el Juez Cuarto Penal del Circuito de Pereira actuó bajo el amparo de la excepción que comporta la tergiversación de las reglas de reparto, pues en esa primera asignación no se aplicó la norma vigente -art. 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por art. 1 del Decreto 333 de 2021-, y se ignoraron los precedentes jurisprudenciales en los que de manera puntual se señala que la NUEVA EPS no es una entidad pública, sino una empresa de derecho privado, lo que significa que el asunto debió ser asignado por reparto a los jueces municipales.
Bajo tal contexto, la Sala advierte que fue acertada la interpretación del Juez de Circuito al devolver el asunto para su asignación a la autoridad judicial que correspondía, esto es, los jueces de categoría municipal, según los lineamientos normativos y jurisprudenciales referenciados.  
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                                                                     Acta de Aprobación No. 252
                                                                
1.- VISTOS 

Se decide el conflicto de competencia negativo suscitado entre los Juzgados Cuarto Penal del Circuito y Segundo Civil Municipal de Pereira (Rda.), con ocasión de la tutela promovida por la señora CHV, en contra de la NUEVA EPS, al estimar vulnerado su derecho fundamental a la salud.

2.- antecedentes

2.1.- Una vez sometida a reparto la referida demanda de tutela, fue asignada en primera oportunidad al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) en mayo 23 de 2025 -radicado 66001310900420250006000-; no obstante, en auto de la misma fecha el titular del despacho consideró que no era competente para conocer de la actuación, en aplicación de los criterios establecidos por la Corte Suprema de Justicia -APL 3973-2024- y la Circular número 001 de esta Corporación, así como el precedente de esta Colegiatura en Sala Mixta No. 1, según auto de mayo 20 de 2025. En razón a ello, ordenó se remitiera el proceso a los Juzgados Municipales de Pereira.


2.2.- La actuación le fue asignada al Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira (Rda.) -radicado 66001400300220250063200-, en mayo 26 de 2025, autoridad que por auto de esa misma calenda declaró su falta de competencia y suscitó el conflicto negativo de competencia, al considerar que al margen de las reglas de reparto, el Juzgado de Circuito -en este caso de especialidad penal- era competente para conocer de la acción de tutela, en los términos del Decreto 2591/91, por lo que correspondía a esa autoridad dar tramitar al asunto, ya que recibió la asignación del caso en primera oportunidad, conforme al criterio decantado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional; de tal suerte, dispuso la remisión de la actuación ante esta Colegiatura para la definición de competencia. 

3.- Para resolver, se considera

[bookmark: BM18][bookmark: ref_endnote_3]De conformidad con lo establecido en el inciso 2º del artículo 18 de la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la Administración de Justicia-, esta Corporación en Sala Mixta tiene la facultad legal para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre el Juzgado Cuarto Penal del Circuito y el Segundo Civil Municipal de Pereira (Rda.), en cuanto dispone: “Los conflictos de competencia que se susciten entre autoridades de la jurisdicción ordinaria que tengan distinta especialidad jurisdiccional y que pertenezcan a distintos distritos, serán resueltos por la Corte Suprema de Justicia en la respectiva Sala de Casación que de acuerdo con la ley tenga el carácter de superior funcional de las autoridades en conflicto, y en cualquier otro evento por la Sala Plena de la Corporación. Los conflictos de la misma naturaleza que se presenten entre autoridades de igual o diferente categoría y pertenecientes al mismo Distrito, serán resueltos por el mismo Tribunal Superior por conducto de las Salas Mixtas integradas del modo que señale el reglamento interno de la Corporación”. -negrillas no originales-. Ello aunado a que la Corte Constitucional, ha indicado que los conflictos negativos de competencia en tutela, deben ser dirimidos por el “superior jerárquico común de las autoridades judiciales entre las cuales se presenta dicha discusión” [footnoteRef:1]. [1:  Cfr. A- 087 de 2001, 031 de 2002, 122 de 2004, 280 de 2006 y 031 de 2008, entre otros.] 


Se trata de determinar, por tanto, cuál es el juez competente para tramitar la tutela, en aras de garantizar el respeto al debido proceso consagrado en el artículo 29 Superior. 

En primer lugar, es claro para la Sala que, según la postura reiterada de la Corte Constitucional[footnoteRef:2], de las disposiciones del Decreto 2591 de 1991 se establece que todos los jueces son competentes a prevención para conocer de las acciones de tutela, con observancia de tres parámetros fundamentales, (i) el territorial -conocimiento a prevención de los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurra la violación o amenaza de derechos o donde se produzcan sus efectos-; (ii) el subjetivo -cuando la acción se dirige contra medios de comunicación o autoridades de la Jurisdicción Especial para la Paz-; y (iii) el funcional -relativo a la autoridad judicial que debe conocer de la impugnación de una sentencia de tutela por su calidad de superior jerárquico-, en tanto que las reglas administrativas de reparto, sin menguar su validez y relevancia, emergen como parámetros que no dan lugar a conflictos de competencia. [2:  Véanse, entre otros, A-106/23, A-481/19, A-495/19, A-578/18, ] 


Sin embargo, debe destacarse también que existe una excepción a dicho criterio rector, y es precisamente la existencia de un reparto caprichoso, por el cual el juez que recibe la primera asignación debe devolver el caso a la autoridad judicial que corresponde su conocimiento. 

Así, lo ha reiterado el Alto Tribunal Constitucional: 

“[…] Ahora bien, como excepción a lo anterior, la Corte ha precisado que, en el evento de comprobarse la existencia de un reparto caprichoso de la acción de tutela, fruto de una tergiversación manifiesta de las reglas de reparto, el caso debe ser devuelto a la autoridad judicial a la cual corresponde su conocimiento de conformidad con las disposiciones previstas en las mencionadas normas reglamentarias[footnoteRef:3]. […]” (Auto 204/19) [3:  Al respecto, ver los autos 198 de 2009. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; 525 de 2017. M.P. Carlos Bernal Pulido; 570 de 2017. M.P. Diana Fajardo Rivera; 588 de 2017. M.P. Alberto Rojas Ríos; 089 de 2018. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado y 118 de 2018. M.P. José Fernando Reyes Cuartas.] 


En ese sentido, el Tribunal estima necesario hacer algunas precisiones sobre las pautas de reparto en lo que es materia de objeción por los despachos involucrados.

El artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15, modificado por el artículo 1º del Decreto 333/21, determinó que para los efectos señalados en el artículo 37 del Decreto 2591/91 conocen de la acción de tutela: “[…] los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: […] 1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces Municipales. | 2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría.” (negrillas y subrayas fuera del texto original)

En este caso, se aprecia que el primer reparto que se dirigió al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira desconoció la regla de reparto vigente, como quiera que la acción de tutela en cuestión se dirige en contra de la NUEVA EPS, sociedad de economía mixta que, si bien hace parte del sector descentralizado por servicios del orden nacional -art. 97 Ley 489/98, en concordancia con los art. 38 y 68 ibidem-, más allá de la participación estatal en realidad no tiene la naturaleza de entidad pública; de hecho, por su naturaleza está sujeta a las reglas del derecho privado.

De conformidad con la normatividad vigente, se tiene que la competencia de los Jueces del Circuito, o de tal categoría, para el conocimiento en primera instancia de acciones de tutela, se concreta en aquellas “que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional”[footnoteRef:4] (negrillas fuera de texto), presupuesto que no se cumple en el presente caso. [4:  Art. 2.2.3.1.2.1. numeral 2 del Decreto 1069/15, modificado por el Dec. 333/21.] 


Se destaca que, según lo estipula el parágrafo del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011[footnoteRef:5], en concordancia las definiciones contenidas en el artículo 2 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:6], la NUEVA EPS no es una autoridad u organismo público, ni tampoco puede ser considerada como entidad pública, ya que en su constitución tiene una participación estatal inferior al 50%.  [5:  “PARÁGRAFO. Para los solos efectos de este Código, se entiende por entidad pública todo órgano, organismo o entidad estatal, con independencia de su denominación; las sociedades o empresas en las que el Estado tenga una participación igual o superior al 50% de su capital; y los entes con aportes o participación estatal igual o superior al 50%.”]  [6:  “1o. Se denominan entidades estatales: | a) La Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles.”] 


Precisamente, en punto a la naturaleza jurídica de la NUEVA EPS, la jurisprudencia constitucional ha sostenido:

“[…] debido a que la Nueva EPS es una sociedad de economía mixta cuya participación accionaria está distribuida así: (i) el 49.99% corresponde al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y (ii) el 50.01% corresponde a las cajas de compensación familiar Cafam, Colsubsidio, Compensar, Comfenalco Valle, Comfenalco Antioquia y Comfandi, todas estas entidades privadas sin ánimo de lucro.  Así las cosas, según lo establecido en el parágrafo del artículo 104 del CPACA, para efectos de este código, la Nueva EPS no puede ser entendida como una entidad pública pues la participación del Estado en esta sociedad es menor al 50% de su capital […]”[footnoteRef:7] [7:  Auto 1524 de 2022] 


En adición, la Corte Suprema de Justicia, en pronunciamiento de Sala Plena -APL3973/2024 de julio 29/24-, señaló: 

“la Entidad Promotora de Salud demandada -Nueva EPS, es una sociedad de economía mixta, que tiene en su mayoría accionaria capital privado[footnoteRef:8], razón por la cual, de acuerdo con el numeral 1° artículo 1° del Decreto 333 de 2021, la competencia radica en los jueces municipales; […]” -texto resaltado de la Sala- [8:  “https://www.rues.org.co/Expediente y https://www.nuevaeps.com.co/quienes-somos. La Nueva E.P.S., fue constituida mediante Escritura Pública No. 753 del 22 de marzo de 2007 como sociedad comercial del tipo de las anónimas y su funcionamiento fue autorizado mediante la Resolución No. 371 del 3 de abril de 2008. En relación con la participación Estatal, se tiene que la Previsora Vida S.A cuenta con el 50% menos una acción.
También es bueno recordar, que la Corte Constitucional, en providencia A083 de 2009, determino que: «la Nueva EPS es una sociedad de economía mixta teniendo en cuanta que “en la constitución de una sociedad de economía mixta la participación de capital estatal puede ser mínima, mientras que los particulares pueden tener la participación mayoritaria, o al contrario.” (Auto 051 del 10 de febrero de 2009). Así mismo, en el ICC-1358 aprobado en Sala Plena del 4 de febrero de 2009 se dijo que la Nueva EPS es una entidad del sector descentralizado por servicios (…)».”
] 


En el caso concreto, se advierte que el Juez Cuarto Penal del Circuito de Pereira actuó bajo el amparo de la excepción que comporta la tergiversación de las reglas de reparto, pues en esa primera asignación no se aplicó la norma vigente -art. 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por art. 1 del Decreto 333 de 2021-, y se ignoraron los precedentes jurisprudenciales en los que de manera puntual se señala que la NUEVA EPS no es una entidad pública, sino una empresa de derecho privado, lo que significa que el asunto debió ser asignado por reparto a los jueces municipales.

Bajo tal contexto, la Sala advierte que fue acertada la interpretación del Juez de Circuito al devolver el asunto para su asignación a la autoridad judicial que correspondía, esto es, los jueces de categoría municipal, según los lineamientos normativos y jurisprudenciales referenciados.  

Así las cosas, se ordenará la remisión inmediata de esta actuación al Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, dependencia judicial que, conforme a las pautas reglamentarias del Decreto 333 de 2021, debe asumir su conocimiento y proferir la decisión que en derecho corresponda. 
Corolario de lo expuesto, la Sala Mixta No 6 del Tribunal Superior de Pereira (Rda.),

rEsuelve 

[bookmark: _Hlk199248638]PRIMERO: SE DECLARA que la autoridad judicial competente para seguir adelante el trámite de acción de tutela promovida por la señora MARÍA INÉS GALVIS CASTAÑO, en contra de la NUEVA EPS, es el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira (Rda.).

SEGUNDO: SE DISPONE la remisión inmediata del expediente al Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, previa comunicación de lo decidido al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira.

TERCERO: Se ordena que, por Secretaría del Tribunal, se adelanten las gestiones ante la Oficina Judicial para la compensación en el reparto a que hubiere lugar.

Contra la presente decisión no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE y CÚMPLASE


CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento



DUBERNEY GRISALES HERRERA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento
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Magistrado
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